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Excma. Sra. Dña. Leyre Pajín

Ministra de Sanidad, Política Social e Igualdad

Paseo del Prado, 18-20

28071 - Madrid

Toledo, 26 de agosto de 2011

Estimada Ministra:
Contesto el correo electrónico que me remite el Secretario General de Sanidad en tu nombre en relación con mi solicitud de reunión urgente para abordar el conflicto planteado por la imposibilidad de atender regularmente la factura de medicamentos en esta Comunidad.
En primer lugar se deseo precisar los motivos por los que solicito la reunión:

1º Porque entiendo que los problemas de la Sanidad de Castilla-La Mancha son también problemas del Sistema Nacional de Salud y no solo problemas que tenemos nosotros, como afirma el Secretario General de Sanidad.
2º Porque el grave problema financiero por el que atraviesa esta Comunidad Autónoma, y en particular esta Consejería, arranca de la negligente gestión económica del equipo de Gobierno anterior. En la medida en que el problema creado por la irregular gestión financiera y presupuestaria desarrollada en los últimos ejercicios y en el primer semestre del presente, afecta al normal desenvolvimiento de los servicios sanitarios y sociales, entiendo que incide en las funciones de Alta Inspección que la norma atribuye a tu Departamento. 

3º Por último, porque considero necesario coordinar los contactos que según el Secretario General de Sanidad indica en su carta, habéis tenido con los responsables de los farmacéuticos de Castilla-La Mancha, cuya realización sin consulta con esta Consejería entiendo que atenta contra el principio de lealtad institucional, además de ser claramente inoportunos para la resolución del problema.
En segundo lugar, y en aras a clarificar la naturaleza de los problemas que afectan a la financiación del Servicio Sanitario de Castilla-La Mancha, me interesa puntualizar las afirmaciones que realiza el Secretario General de Sanidad en relación con la política del Ministerio en el área de farmacia, con las que disiento profundamente.  
Discrepo, en primer término, en lo que se refiere al impacto económico y presupuestario del recientemente aprobado Real Decreto Ley 9/2011, en esta Comunidad. No es necesario que encarezca la trascendencia que tiene que la Memoria de Impacto Presupuestario sea todo lo rigurosa que prescribe la normativa dado que de no hacerse así se estarían induciendo errores en la planificación presupuestaria. El cálculo correcto de los impactos que la actuaciones del Ministerio suponen en las cuentas regionales forma parte del deber de lealtad institucional al que están obligadas las administraciones públicas. Considero que los ahorros que puede producir esta nueva norma están sobredimensionados; de dichos ahorros, además, habrá de reducirse el coste de la reforma parcial en los márgenes de las pequeñas farmacias.
No comparto la lectura positiva del Secretario General de Sanidad en relación con la política de precios de medicamentos que se ha seguido por el Ministerio desde el año 2004. Básicamente porque ha supuesto un importante perjuicio económico para las Comunidades Autónomas (así como para los pacientes) en la medida en que a los largo del periodo 2004-2010 las administraciones públicas y los ciudadanos han pagado los fármacos más caros de lo que hubiera sido posible de haber llevado a cabo la suspensión el Sistema de precios de referencia de 2003 hasta la promulgación de la Ley de Garantías y Uso Racional de Medicamentos y Productos sanitarios de 2006 que sustituyó dicho sistema por otro más gravoso para los intereses generales. La última reforma vuelve básicamente al punto de partida de 2003; el sobregasto en el que se ha incurrido estos años, no se podrá recuperar y es claramente culpa de los Gobiernos de Rodríguez Zapatero. 
Un efecto de lo perniciosa, errática y  falta de previsión de la política de farmacia llevada a cabo en los últimos años ha afectado especialmente a la base económica de la oficina de farmacia. La falta de previsión de esta política ha conducido a la oficina de farmacia a una situación de incertidumbre, que las recientes medidas no hacen sino agravar. Los retoques en el sistema de retribución que afecta a las pequeñas farmacias no soluciona los problemas estructurales que la falta de política de oficinas de farmacia durante los ocho últimos años ha generado.
No menciona el Secretario General de Sanidad en su interesado y triunfalista alegato de la política farmacéutica del Ministerio, el desordenado crecimiento del gasto en medicamentos hospitalarios, de lo que cabe reducir la falta de toda política en este sector por parte para el Ministerio, algo que por otra parte resulta fácilmente observable. La falta de trasparencia a nivel nacional de esta parte fundamental del gasto en farmacia y una de las principales partidas del gasto de los hospitales, ha hecho pasar desapercibido una gestión de autorizaciones y precios de medicamentos hospitalarios que han tenido que financiar las Comunidades Autónomas sin que hayan podido participar en las decisiones, de nuevo contra el principio de lealtad constitucional consagrado en la Ley de Financiación de las Comunidades Autónomas. Esta política ha llevado a que las deuda de los hospitales con el sector de los Laboratorios sea superior a los 5.000 millones de euros y que por poner el ejemplo de esta Comunidad a fecha del cambio de gobierno el periodo medio de pago ronde los 600 días. 

Resulta decepcionante que, como toda propuesta de colaboración del Ministerio de Sanidad con el problema que está ocasionando retrasos en los pagos de la factura farmacéutica de esta Comunidad, se mencione el recurso genérico a la financiación ICO ofrecido en su día a los responsables económicos de las Comunidades Autónomas en el Consejo de Política Fiscal y Financiera con el que se quiere salir al paso de los errores de previsión en los presupuestos de ingresos de la Comunidades Autónomas, que en muchos casos ocasionaron, y especialmente en esta Comunidad estimularon, los déficits que hoy las bloquean financieramente.
Naturalmente comparto plenamente con el Secretario General de Sanidad la apreciación de que el diálogo es el mejor método para alcanzar la resolución de los problemas. Es por ello, que desde el primer día de hacerme cargo de la responsabilidad de gestionar la Sanidad de Castilla La Mancha hace ahora mes y medio, he mantenido y mantengo,  el contacto y las negociaciones con todos los sectores que de una manera u otra se relacionan con esta importante área de la política social y que en su mayoría se han visto afectados por la falta de previsión y la negligencia en la gestión financiera del equipo de gobierno anterior. 
Confío en que podamos mantener un encuentro para valorar analizar la forma en que nuestras administraciones puedan cooperar para solucionar todos los asuntos que están planteados en esta Comunidad en el área de Sanidad y Servicios Sociales, por lo que te reitero de nuevo la solicitud de entrevista urgente.
José Ignacio Echániz Salgado

Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud.
CAPÍTULO XI.
DE LA ALTA INSPECCIÓN.

Artículo 76. Funciones y actividades de la Alta Inspección.

1. El Estado ejercerá la Alta Inspección como función de garantía y verificación del cumplimiento de las competencias estatales y de las comunidades autónomas en materia de sanidad y de atención sanitaria del Sistema Nacional de Salud, de acuerdo con lo establecido en la Constitución, en los estatutos de autonomía y en las leyes.

2. Corresponde a la Alta Inspección:

a. Supervisar la adecuación entre los planes y programas sanitarios de las comunidades autónomas y los objetivos de carácter general establecidos por el Estado.

b. Evaluar el cumplimiento de fines y objetivos comunes y determinar las dificultades o deficiencias genéricas o estructurales que impidan alcanzar o distorsionen el funcionamiento de un sistema sanitario coherente, armónico y solidario.

c. Supervisar el destino y utilización de los fondos y subvenciones propios del Estado asignados a las comunidades autónomas que tengan un destino o finalidad determinada.

d. Comprobar que los fondos correspondientes a los servicios de salud de las comunidades autónomas son utilizados de acuerdo con los principios generales de esta Ley.

e. Supervisarla adscripción afines sanitarios de centros, servicios o establecimientos del Estado transferidos con dicha finalidad, sin perjuicio de las reordenaciones que puedan acordar las correspondientes comunidades autónomas y, en su caso, las demás Administraciones públicas.

f. Verificar la inexistencia de cualquier tipo de discriminación en los sistemas de administración y regímenes de prestación de los servicios sanitarios, así como de los sistemas o procedimientos de selección y provisión de sus puestos de trabajo.

g. Supervisar que el ejercicio de las competencias en materia de sanidad se ajusta a criterios de participación democrática de todos los interesados; a tal efecto, se estará a lo dispuesto en el artículo 5.2 de la Ley General de Sanidad.
3. Las funciones de Alta Inspección se ejercerán por los órganos del Estado competentes en materia de sanidad. Los funcionarios de la Administración del Estado que ejerzan la Alta Inspección gozarán de las consideraciones de autoridad pública a todos los efectos, y en sus actuaciones podrán recabar de las autoridades del Estado y de los órganos de las comunidades autónomas y demás Administraciones públicas la colaboración necesaria para el cumplimiento de las funciones que les estén legalmente encomendadas.

4. Cuando, como consecuencia del ejercicio de las funciones de Alta Inspección, se comprueben incumplimientos por parte de la comunidad autónoma, las autoridades sanitarias del Estado le advertirán de esta circunstancia a través del Delegado del Gobierno.

5. Si una vez efectuada dicha advertencia se comprobase que persiste la situación de incumplimiento, el Gobierno, de acuerdo con lo establecido en la Constitución, requerirá formalmente al órgano competente de la comunidad autónoma para que adopte las medidas precisas.

6. Las decisiones que adopte la Administración del Estado en ejercicio de sus competencias de Alta Inspección se comunicarán siempre al máximo órgano responsable del servicio de salud de cada comunidad autónoma.
 Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO I.
PRINCIPIOS GENERALES.

Artículo 2. 

1. 


La actividad financiera de las Comunidades Autónomas se ejercerá en coordinación con la Hacienda del Estado, con arreglo a los siguientes principios: (Redacción según LO 3/2009 de 18-12)

a. El sistema de ingresos de las Comunidades Autónomas, regulado en las normas básicas a que se refiere el artículo anterior, deberá establecerse de forma que no pueda implicar, en ningún caso, privilegios económicos o sociales ni suponer la existencia de barreras fiscales en el territorio español, de conformidad con el apartado 2 del artículo 157 de la Constitución.

b. La garantía del equilibrio económico, a través de la política económica general, de acuerdo con lo establecido en los artículos 40.1, 131 y 138 de la Constitución, corresponde al Estado, que es el encargado de adoptar las medidas oportunas tendentes a conseguir la estabilidad económica interna y externa y la estabilidad presupuestaria, así como el desarrollo armónico entre las diversas partes del territorio español. A estos efectos, se entenderá por estabilidad presupuestaria la situación de equilibrio o de superávit, computada en términos de capacidad de financiación, de acuerdo con la definición establecida en el Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales, en los términos contemplados en la normativa de estabilidad presupuestaria.

c. La garantía de un nivel base equivalente de financiación de los servicios públicos fundamentales, independientemente de la Comunidad Autónoma de residencia.

d. La corresponsabilidad de las Comunidades Autónomas y el Estado en consonancia con sus competencias en materia de ingresos y gastos públicos.

e. La solidaridad entre las diversas nacionalidades y regiones que consagran los artículos segundo y los apartados uno y dos del ciento treinta y ocho de la Constitución.

f. La suficiencia de recursos para el ejercicio de las competencias propias de las Comunidades Autónomas. 

g. La lealtad institucional, que determinará el impacto, positivo o negativo, que puedan suponer las actuaciones legislativas del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia tributaria o la adopción de medidas que eventualmente puedan hacer recaer sobre las Comunidades Autónomas o sobre el Estado obligaciones de gasto no previstas a la fecha de aprobación del sistema de financiación vigente, y que deberán ser objeto de valoración quinquenal en cuanto a su impacto, tanto en materia de ingresos como de gastos, por el Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas, y en su caso compensación, mediante modificación del Sistema de Financiación para el siguiente quinquenio. 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 4. Principios de las relaciones entre las Administraciones Públicas. (redactado según Ley 4/1999, de 13 de enero)

1. Las Administraciones públicas actúan y se relacionan de acuerdo con el principio de lealtad institucional y, en consecuencia, deberán:

a. Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones de sus competencias.

b. Ponderar, en el ejercicio de las competencias propias, la totalidad de los intereses públicos implicados y, en concreto, aquellos cuya gestión esté encomendada a las otras Administraciones.

c. Facilitar a las otras Administraciones la información que precisen sobre la actividad que desarrollen en el ejercicio de sus propias competencias.

d. Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activas que las otras Administraciones pudieran recabar para el eficaz ejercicio de sus competencias.

2. A efectos de lo dispuesto en las letras c) y d) del apartado anterior, las Administraciones públicas podrán solicitar cuantos datos, documentos o medios probatorios se hallen a disposición del ente al que se dirija la solicitud. Podrán también solicitar asistencia para la ejecución de sus competencias.

3. La asistencia y cooperación requerida sólo podrá negarse cuando el ente del que se solicita no esté facultado para prestarla, no disponga de medios suficientes para ello o cuando, de hacerlo, causara un perjuicio grave a los intereses cuya tutela tiene encomendada o al cumplimiento de sus propias funciones. La negativa a prestar la asistencia se comunicará motivadamente a la Administración solicitante.

4. La Administración General del Estado, las de las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local deberán colaborar y auxiliarse para aquellas ejecuciones de sus actos que hayan de realizarse fuera de sus respectivos ámbitos territoriales de competencias.

5. En las relaciones entre la Administración General del Estado y la Administración de las Comunidades Autónomas, el contenido del deber de colaboración se desarrollará a través de los instrumentos y procedimientos que de manera común y voluntaria establezcan tales Administraciones.

Cuando estas relaciones, en virtud del principio de cooperación, tengan como finalidad la toma de decisiones conjuntas que permitan, en aquellos asuntos que afecten a competencias compartidas o exijan articular una actividad común entre ambas Administraciones, una actividad más eficaz de los mismos, se ajustarán a los instrumentos y procedimientos de cooperación a que se refieren los artículos siguientes.

8. Cuando la materia del ámbito sectorial de un órgano de cooperación de composición multilateral afecte o se refiera a competencias de las Entidades Locales, el pleno del mismo puede acordar que la asociación de éstas de ámbito estatal con mayor implantación sea invitada a asistir a sus reuniones, con carácter permanente o según el orden del día.

